Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 42 minutos) 


Damos la bienvenida al Presidente de la Suprema Corte de Justicia, doctor Rodríguez Caorsi 
y a sus asistentes, las doctoras Ana Galván y María Elena Emmenenffer. 


El tema que propició la invitación a la Suprema Corte de Justicia, es conocer su opinión sobre 
las normas para compatibilizar nuestro Derecho con respecto al Estatuto de Roma. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAORSI.- Agradezco la invitación que se nos cursó y antes de comenzar, quiero 
destacar que frente a mí se encuentra quien fuera mi distinguido profesor, doctor Korzeniak. Creo que 
su versación es más que suficiente, frente a lo poco que podemos aportar. 


Nosotros enviamos un texto, pero no sé si los señores Senadores lo tienen presente. 


SEÑOR ABREU.- El texto al que refiere el doctor Rodríguez Caorsi, ¿es el que dice: “Consideraciones 
sobre las normas para compatibilizar...”? 


SEÑOR RODRIGUEZ CAORSI.- Exacto, señor Senador. 


En cuanto al tema, me parecería conveniente, por intermedio de las doctoras que me 
acompañan, hacer una reseña. 


SEÑORA GALVAN.- En primer lugar, quizás se podría repasar el tema, por el caso de que exista 
alguna duda. Se hicieron observaciones, en general, sobre todo el proyecto de ley a estudio y, en 
especial, sobre la competencia de la Suprema Corte de Justicia, que es tan priorizada en la normativa. 


En segundo término, se relevó un posible error de redacción en el artículo 2”, que colidiría 
con el artículo 22 del Estatuto de Roma, cuando se dice que la República Oriental del Uruguay tiene el 
derecho y el deber de juzgar los hechos que fueren delictivos según los principios generales del 
Derecho Internacional, con independencia de que los mismos hayan sido tipificados o no. En ese caso, 
se estaría vulnerando el principio de “nullum crimen sine lege”. Por lo tanto, los crímenes tienen que 
estar tipificados; entonces, como alternativa, se propuso la redacción siguiente: “La República Oriental 
del Uruguay tiene el derecho y el deber de juzgar los hechos tipificados como delitos según los 
principios generales del Derecho Internacional”. Se propone este cambio para que no haya un vacío 
que luego pueda ser interpretado en forma errónea. 


Otra observación se realizó en el artículo 36, cuando habla de que existe la posibilidad de 
que las sesiones de la Corte Penal Internacional puedan realizarse en nuestro país, por lo que sería 
conveniente -por lo que pudiere corresponder- notificar a la Suprema Corte de Justicia, como órgano 
superior del Poder Judicial. 


Con respecto al apartado l!l, nosotros proponemos algunas modificaciones en el texto de la 
redacción; agregamos algunas palabras para evitar errores en la interpretación. Por ejemplo, en los 
numerales del artículo 40 se realizaron modificaciones y quedaría “si se tratare”, “si se contraviniera”, 
ya que de esta manera queda más claro para el momento en que los Jueces o Fiscales hagan la 


interpretación. 


El artículo 41.4 dice: “Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia adoptadas en los 
procedimientos previstos en la presente ley serán susceptibles de recurso de reposición” y se agregó: 
“sólo serán susceptibles de recurso de reposición”, para que quede claro que es el único hábil. 


En el artículo 42.1 se sugirió la siguiente redacción: “Recibida de la Corte Penal Internacional 
o de cualquiera de sus órganos habilitados al efecto...”; se agregó “habilitados al efecto” simplemente 


como aclaración. 


Con respecto al literal a) del artículo 42.4, se agregó “y en su caso si son procedentes las 
observaciones que al respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo”. El original dice “por el Estatuto 
de Roma y si son procedentes”. 


El artículo 42.6 diría: “Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que no son procedentes las 
observaciones del Poder Ejecutivo sobre los requisitos formales de la solicitud, se estará a su 
resolución”; originalmente dice “se estará a dicha resolución”. 


Con relación a los plazos de 24 horas, que están contemplados en los artículos 43, 48.3, 
49.2, 50.3 y 58.1, nos pareció oportuno agregar un inciso segundo al artículo 39 que diga que en todos 
los casos funcionará de conformidad al Capítulo V, sección ll, de la Ley N* 15.750, la LOT, la Ley de 
Organización de los Tribunales. En su artículo 56 dice cómo sesionará la Corte y con cuántos 
miembros para el caso de las audiencias y de las sentencias. Esto, atento a lo previsto en el artículo 88 
del Estatuto de Roma que habla de que cada país lo compatibilizará con su Derecho interno. 


En el apartado V se le da a la Corte un plazo de diez días para expedirse, desde el momento 
que recibe la solicitud. Entonces, previamente se establece una vista al Fiscal de Corte para que no 
suceda que el Fiscal lo tenga ocho días y nos queden sólo dos para la resolución. Nos pareció 
oportuno que fuera un plazo equis, que puede ser de 48 horas o el que se estime conveniente. Quiero 
que quede claro que, al ser tan cortos los plazos, el Fiscal de Corte... 


(Dialogados) 


En el artículo 50.4, agregamos que se dispondrá la libertad de la persona detenida, porque el 
artículo del proyecto decía que quedará en libertad. Por si acaso, que quede claro que la Corte tiene 
que expedirse y disponer la libertad de la persona, para asegurar sus garantías. 


SEÑOR ABREU.- Quiere decir que aquí, la detención provisional equivale a la privación de libertad. 
Digo esto porque una cosa es detener y otra, privar de libertad. Detener a una persona supone 
inmovilizarla por algún motivo a determinados efectos, pero en este caso, está asimilado al concepto 
de aprehensión y privación de libertad. 


SEÑORA EMMENENFFER.- El señor Senador, ¿lo entendía con otro sentido? 


SEÑOR ABREU.- Decía que la detención puede ser de una persona; otra cosa es la privación de 
libertad. 


SEÑOR RODRÍGUEZ CAORSI.- La policía lo único que puede hacer es decir a la persona que se 
detenga, nada más; la privación de libertad, en cambio, posee evidentemente un contenido mucho más 
específico. 


SEÑOR ABREU.- Entonces, es lógico que cuando se dice que se dispondrá la libertad de la persona 
detenida, se asimile al concepto de detención, pero es importante tener en cuenta ese matiz. 


SEÑORA EMMENENFFER.- ¿Fue redactado por ustedes con ese criterio? Formulo esta pregunta 
porque así lo entendimos nosotros. 


(Intervención del señor Senador Abreu que no se entiende) 


SEÑOR RODRIGUEZ CAORSI.- La detención es un paso mucho menor que la privación de libertad. 
La detención es lo que hace la policía cuando le dice a una persona que se detenga y le muestre los 
documentos. Puede ser interpretado de una manera mucho más liviana. Privación de libertad ya es 
pedir a una persona... 


SEÑORA GALVAN.- Lo que pasa es que en este contexto es privación de libertad. Ello queda claro 
cuando al final se dice que se dispondrá la libertad de la persona detenida, sin perjuicio de lo que 
establece el artículo 92. 


Luego, en el apartado 7, en el caso de solicitudes concurrentes, reguladas en el artículo 60, 
observamos que en el Estatuto de Roma no está previsto qué pasa si la extradición se deniega. No 
parecía muy claro qué pasaba con la persona cuando hay solicitudes concurrentes y la Corte entiende 
que la solicitud de extradición es prioritaria a la de la Corte Penal Internacional. En ese caso, la 
persona debería estar detenida durante todo el proceso de la extradición. Puede ocurrir que mientras 
se decide la extradición, transcurra mucho tiempo, y después pase a segunda instancia en casación. 
Entonces, nos pareció importante establecer que luego de que se hubiese denegado la extradición, se 
comunique esa decisión a la Corte Penal Internacional -que es lo que estaba previsto- y el requerido 
permanezca a disposición de la Suprema Corte de Justicia a la espera de la ratificación de esa 
requisitoria. Dicha requisitoria, supuestamente, se haría, pero puede haber pasado mucho tiempo, y, 
entonces, teniendo en cuenta que la persona sigue privada de libertad, habría que establecer un plazo 
máximo de 60 días para que se ratifique la solicitud de la Corte Penal Internacional, atentos al artículo 
50.4, que también habla de un plazo de sesenta días. Por lo tanto, nos pareció compatible con lo 
dispuesto en ese artículo. 


En general, esas eran las observaciones que se habían hecho al proyecto de 
compatibilización. No sé si los señores Senadores tienen alguna duda. 


SEÑOR RODRÍGUEZ CAORSI.- Quiero aclarar que este texto fue producto del estudio de los cinco 
Ministros y todos los asesores, quienes nos pusimos de acuerdo en él. Es decir que éste es el 
resultado, con o sin errores, del estudio y la opinión de los cinco. 


SEÑOR ABREU.- Evidentemente, este proyecto incorpora novedades que van a incidir directamente 
sobre la legislación nacional. Más allá de que hay algunos temas que pueden ser analizados, e, 
incluso, discutidos, la posición de la Suprema Corte de Justicia es clara con respecto a las 
coincidencias, en general, sobre el proyecto y su alcance, y, en particular, sus discrepancias o 
reflexiones se refieren casi puntualmente al artículo 2". 


SEÑOR RODRIGUEZ CAORSI.- Esto lo dije la vez pasada. 
SEÑOR ABREU..- Sí, eso está claro y consta en la versión taquigráfica. 


Incluso, existe no una discrepancia, pero sí una reflexión que está incluida en las consultas 
que se realizaron y a las que el doctor Cairolli hace referencia. Me refiero al principio de la 
universalidad en materia de persecución penal, que es un tema muy discutido, pero que va avanzando 
desde el punto de vista del Derecho, en el entendido de que en el Derecho Internacional —como la 
costumbre es la fuente del Derecho- se va progresando en forma sistemática en este sentido. 


Esto no pretendía ser una pregunta, sino una reflexión en cuanto a si la Suprema Corte de 
Justicia, más allá de alguna consulta, tiene opinión sobre el avance y el progreso del principio de la 
universalidad en el ámbito del Derecho Penal, para ir viendo cómo se inserta este Código Penal 
Internacional en la legislación nacional. 


SEÑORA EMMENENFFER.- No se profundizó en el aspecto penal; más bien se tendió a analizar 
aspectos procesales. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAORSI.- Sin embargo me parece que la tendencia actual es la del foro 
universal. Desde el punto de vista penal, el Derecho Internacional tiene cada vez más extensión y 
aplicación, especialmente en esta materia, es decir, en todo lo que tiene que ver con los Derechos 
Humanos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie más desea hacer uso de la palabra, agradecemos mucho los aportes 
que nos ha hecho la Suprema Corte de Justicia en esta segunda visita, así como el informe que nos 


han preparado, que va a ser de gran utilidad para la consideración de este proyecto, con todas las 
implicancias que el mismo tiene sobre el Código Penal. 


(Se retira de Sala la delegación de la Suprema Corte de Justicia) 


SEÑOR MICHELINI.- La Bancada de Gobierno había planteado este tema como de alta prioridad, en 
función de lo cual citamos a la Suprema Corte de Justicia por segunda vez, para que nos aclarara los 
temas sobre los que había alguna inquietud o propuesta. En la medida de lo posible, lo que nosotros 
queremos es empezar la votación de todos aquellos artículos que no generen ningún tipo de 
observación; bastará con que algún Senador diga que tiene problemas con un artículo para que el 
mismo se desglose. De esta forma, la próxima semana se trabajaría con los artículos que presentan 
problemas. 


Es obvio que los artículos 2 y 8 serán desglosados; deberíamos ver si hay algún otro que se 
desee desglosar y podríamos avanzar en la votación del resto. 


SEÑOR ABREU.- No me opongo a que se facilite la diligencia y la celeridad para legislar, pero me 
parece que deberíamos tomarnos una semana más, al menos, para ir viendo su contexto. 


Confieso que hay algunos temas que nos despiertan preocupación. 


La Suprema Corte de Justicia respondió a la primera pregunta que hicimos diciendo que sólo 
relevó los temas vinculados a los aspectos procesales y no a los aspectos penales. 


También existe, por ejemplo, un artículo 7 con respecto al cual hay una exposición clara del 
profesor Cairolli en la que dice que se opone terminantemente al concepto de imprescriptibilidad 
manejado en el proyecto, porque atenta contra la irretroactividad de la ley penal, más allá de que 
estemos hablando —como dice él y nosotros compartimos- de delitos que causan repugnancia. Pero es 
la interpretación de él y en el Derecho el delito es uno solo. Quiere decir que hay temas que 
personalmente me gustaría abordar con un poco más de profundidad sin que esto signifique que 
dejemos pasar uno o dos meses. 


SEÑOR MICHELINI.- Consulto a los señores Senadores si no hay ningún artículo que podamos votar. 
¿Acaso no se pueden desglosar todos esos artículos? 


SEÑOR ABREU.- En lo que a mi respecta prefiero tener algunos días para analizar el tema en su 
totalidad y luego considerarlo “en un envión” teniendo en cuenta las distintas visiones y las consultas 
que en estos días podamos hacer. 


Recién los miembros de la Suprema Corte nos decían que iban a hacer un chequeo de los 
artículos que no habían visto en profundidad. 


Reitero que con esto no estamos hablando de largas postergaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar a los señores Senadores integrantes de la Comisión que la 
Secretaría elaboró un comparativo y contamos con otras opiniones de juristas que se consultaron. 


SEÑOR MICHELINI.- Si seguimos el criterio propuesto por el señor Senador Abreu de tomarnos unos 
días y luego, como dijo el señor Senador Larrañaga, votar artículo por artículo y discutir aquellos que 
pudieran presentar problemas, me gustaría que ese día no hubiera Senado para poder trabajar más de 
la hora u hora y media que tenemos actualmente para hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere poner a consideración de los miembros de la Comisión la 
siguiente propuesta. Podríamos votar en general el martes próximo el proyecto de ley y también votar 
en particular aquellos artículos que no nos merecen dudas. 


SEÑOR KORZENIAK.- Ese día podríamos votar lo artículos cuyo desglose no sea solicitado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente. Y al siguiente martes podemos considerar los artículos que 
fueron desglosados. 


SEÑOR MICHELINI.- Insisto en que sería importante que ese día no hubiera sesión del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para eso podríamos evaluar la cantidad de artículos desglosados que 
tenemos. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


